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Certiorari procedente 
del Tribunal de Primera 
Instancia, Sala Superior 
de Aguadilla 
 
Número: 
A JV2014-0147 
 
Sobre: Consignación  

Panel integrado por su presidente, el Juez Figueroa Cabán, la Juez Birriel 
Cardona y la Juez Ortiz Flores. 
 
Ortiz Flores, Juez Ponente 
 

RESOLUCIÓN 
 

 En San Juan, Puerto Rico, a 17 de agosto de 2016. 

Comparece ante este Tribunal de Apelaciones la Asociación de 

Empleados del ELA (Asociación) y nos solicita la expedición de un auto 

de certiorari para dejar sin efecto una resolución dictada el 31 de mayo de 

2016 y notificada el 6 de junio de 2016 por el Tribunal de Primera 

Instancia, Sala de Aguadilla (TPI). Mediante esa resolución, el TPI declaró 

no ha lugar una moción de reconsideración para que se revocara una 

orden que denegó una moción sobre devolución al foro recurrido de unos 

fondos luego de haberse desestimado una acción civil sobre 

consignación. 

Adelantamos que se deniega la expedición del auto de certiorari.  

I 

La Asociación presentó el 19 de febrero de 2014 ante el TPI1 una 

Petición de Consignación y se depositó la suma de $20,109.07, mediante 

el cheque número 0494839 del 11 de diciembre de 2013, por concepto de 

duplicación de ahorros para beneficio de los herederos del socio fallecido, 

Miguel A. Torres Ramírez T.C.C. Miguel A. Torres Sanoguet y de la 

                                                 
1
 Inicialmente, se presentó la acción de consignación ante el Tribunal de Primera 

Instancia, Sala de San Sebastián (caso civil número A2CI201400093)  y posteriormente 
se trasladó el caso al Tribunal de Primera Instancia, Sala de Aguadilla (caso civil número 
A JV2014-0147). 
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viuda.2 Además, se depositó la suma de $15,106.84, mediante el cheque 

número 0493835 del 4 de diciembre de 2013, por concepto de ahorros y 

dividendos para beneficio de los herederos y la viuda.3 El 15 de octubre 

de 2014, se presentó ante el TPI una consignación adicional de $77.16, 

por concepto de dividendos, mediante el cheque número 0533670 del 30 

de septiembre de 2014, para beneficio de todos los herederos y la viuda.4  

Posteriormente, el 31 de marzo de 2014, el TPI emitió una 

resolución en la cual señaló que estaba ante un caso de consignación, no 

de liquidación de herencia ni de sociedad legal de gananciales, por lo que 

no está autorizado a hacer una partición y se tendría el caso por 

terminado para fines estadísticos hasta trámite posterior.5 No obstante, 

luego de los trámites de rigor, el TPI ordenó el depósito de los fondos 

consignados en una cuenta de ahorros del Banco Santander, donde ya 

estaban previamente consignados unos fondos pertenecientes a otros 

casos relacionados, dispuso su consolidación y determinó que se tendrá 

el caso por terminado para fines estadísticos hasta trámite posterior.6  

Luego de los trámites de rigor, el TPI emitió el 2 de octubre de 

2015 y notificó el 27 de octubre de 2015, una Sentencia en la cual ordenó 

la devolución de los fondos consignados debido a que la controversia 

principal en el caso es la división o partición de herencia, que las partes 

no han podido efectuar inventario, que no cuentan con la planilla de 

caudal relicto, y que la acción incluye a menores por lo que también se 

requeriría autorización judicial. Así las cosas, el foro recurrido desestimó 

sin perjuicio la acción de consignación para que los interesados en la 

herencia procedan a presentar el pleito de partición de herencia y 

autorización judicial, y ordenó devolver los fondos consignados.7  

                                                 
2
 Apéndice 5, págs. 12-23. 

3
 Id. 

4
 Apéndice 6, págs. 24-27. 

5
 Apéndice 10,  págs. 32-33. 

6
 Apéndice 12, págs. 41-42. 

7
 Apéndice 26, págs. 83A, 83B, 84-86. 
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El 16 de mayo de 2016, la Asociación presentó Moción 

Devolviendo Depósito de Fondos Consignados.8 El TPI emitió el 16 de 

mayo de 2016 y notificó el 17 de mayo de 2016 una orden la cual declaró 

No Ha Lugar la Moción de Devolución de Fondos Consignados.9 El 31 de 

mayo de 2016, la Asociación presentó una Moción de Reconsideración.10 

El TPI emitió el 31 de mayo de 2016 y notificó el 6 de junio de 2016, una 

Resolución que declaró No Ha Lugar la Moción de Reconsideración, 

porque la sentencia que desestimó la acción de consignación advino 

firme, final e inapelable, por lo que no procede mantener el dinero 

depositado en la cuenta del Secretario del Tribunal.11  

Inconforme, la Asociación recurrió ante este Tribunal de 

apelaciones mediante recurso de certiorari y señaló que el TPI cometió 

los siguientes errores: 

PRIMER ERROR 
 
Erró el Tribunal de Primera Instancia, Sala de Aguadilla, al 
resolver no aceptar la devolución de los fondos realizad[os] 
por la parte recurrente, en el caso de consignación cuando 
ya existía una determinación realizada por el Tribunal de 
Primera Instancia de San Sebastián ordenando que dichos 
fondos permanecieran consignados. 
 
SEGUNDO ERROR 
 
Erró el Tribunal de Primera Instancia, Sala de Aguadilla, al 
resolver no aceptar la devolución de los fondos realizad[os] 
por la parte recurrente, en el caso de consignación, cuando 
ya uno de los acreedores había solicitado el retiro de los 
fondos, acción que implica haber aceptado la consignación 
por lo que procede que permanezcan los fondos 
consignados.  
 

II 

La Regla 52.1 de Procedimiento Civil de 2009, vigente para todo 

recurso de certiorari  instado a partir del 1 de julio de 2010, dispone  lo 

siguiente:  

El recurso de certiorari para revisar resoluciones u órdenes 
interlocutorias dictadas por el Tribunal de Primera Instancia, 
solamente será expedido por el Tribunal de Apelaciones 
cuando se recurra de una resolución u orden bajo las Reglas 
56 y 57 o de la denegatoria de una moción de carácter 

                                                 
8
 Apéndice 4, págs. 9-11 

9
 Apéndice 3, págs. 7-8. 

10
 Apéndice 2, págs. 4-6. 

11
 Apéndice 1, págs. 1-3. 
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dispositivo.  No obstante, y por excepción a lo dispuesto 
anteriormente, el Tribunal de Apelaciones podrá revisar 
órdenes o resoluciones interlocutorias dictadas por el Tribunal 
de Primera Instancia cuando se recurra de decisiones sobre 
la admisibilidad de testigos de hechos o peritos esenciales, 
asuntos relativos a privilegios evidenciarios, anotaciones de 
rebeldía, en casos de relaciones de familia, en casos que 
revistan interés público o en cualquier otra situación en la cual 
esperar a la apelación constituiría un fracaso irremediable de 
la justicia. Al denegar la expedición de un recurso de certiorari 
en estos casos, el Tribunal de Apelaciones no tiene que 
fundamentar su decisión.   
 
Cualquier otra resolución u orden interlocutoria expedida por 
el Tribunal de Primera Instancia podrá ser revisada en el 
recurso de apelación que se interponga contra la sentencia 
sujeto a lo dispuesto en la Regla 50 sobre los errores no 
perjudiciales. 32 L.P.R.A. Ap. V, R. 52.1. 
 
La Regla 52.1 de las Reglas de Procedimiento Civil, supra, “alteró 

sustancialmente el enfoque prácticamente irrestricto característico de la 

revisión interlocutoria de las órdenes y resoluciones emitidas por el TPI 

hasta entonces vigente, dando paso a uno mucho más limitado”. IG 

Builders et al. v. BBVAPR, 185 D.P.R. 307, 336 (2012). Por tanto, el 

asunto planteado en el recurso instado por el promovente debe tener 

cabida bajo alguno de los incisos de la Regla 52.1 de Procedimiento Civil, 

supra, pues el mandato de la Regla 52.1 establece taxativamente que 

“solamente será expedido” el auto de certiorari para la revisión de 

remedios provisionales, interdictos, denegatoria de una moción de 

carácter dispositivo, admisibilidad de testigos de hechos o peritos 

esenciales, asuntos relativos a privilegios evidenciaros, anotaciones de 

rebeldía, en casos de relaciones de familia y en casos que revistan 

interés público o en cualquier otra situación en la cual esperar a la 

apelación constituiría un fracaso irremediable de la justicia.12 

Así las cosas, el primer examen que debe pasar todo recurso de 

certiorari para ser expedido es que tiene que tener cabida bajo alguno de 

los incisos de la Regla 52.1 de Procedimiento Civil, supra. Este test  es 

mayormente objetivo. Por esto, se ha dicho que “los litigantes deben 

                                                 
12

 La Ley 177 del 30 de noviembre de 2010 (Ley 177) “extendió la facultad de presentar 
recursos de certiorari para revisar también aquellas órdenes o resoluciones 
interlocutorias dictadas por el TPI que involucren asuntos de interés público o que 
presenten situaciones que demanden la atención inmediata del foro revisor, pues 
aguardar hasta la conclusión final del caso conllevaría un „fracaso irremediable de la 
justicia‟” IG Builders et al. v. BBVAPR, supra, pág. 337.  
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abstenerse de presentar recursos de certiorari para revisar órdenes y 

resoluciones de asuntos que no estén cobijados bajo las disposiciones de 

la Regla 52.1”.13 El tribunal revisor debe negarse a expedir el auto de 

certiorari automáticamente cuando el mismo gire en torno a alguna 

materia extraña a las disposiciones de la Regla 52.1.  

Superada esta primera etapa, procede hacer un segundo examen 

relativamente subjetivo. Se trata de nuestro examen tradicional 

caracterizado por la discreción encomendada al tribunal revisor para 

autorizar su expedición y adjudicar sus méritos. A pesar de ser un asunto 

discrecional, la Regla 40 del Reglamento del Tribunal de Apelaciones14 

esboza los siete criterios que el tribunal tomará en consideración al 

determinar la expedición de un auto de certiorari. Estos son:  

A. Si el remedio y la disposición de la decisión recurrida, a 

diferencia de sus fundamentos, son contrarios a 

derecho. 

B. Si la situación de hechos planteada es la más indicada 

para el análisis del problema. 

C. Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 

manifiesto en la apreciación de la prueba por el 

Tribunal de Primera Instancia. 

D. Si el asunto planteado exige consideración más 

detenida a la luz de los autos originales, los cuales 

deberán ser elevados, o de alegatos más elaborados. 

E. Si la etapa del procedimiento en que se presenta el 

caso es la más propicia para su consideración. 

F. Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 

causa no causan un fraccionamiento indebido del pleito 

y una dilación indeseable en la solución final del litigio. 

G. Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 

causa evita un fracaso de la justicia. 4 L.P.R.A. Ap. 

XXII-B, R. 40. 

 
Por tanto, la discreción judicial “no se da en un vacío ni en 

ausencia de otros parámetros”,15 sino que el tribunal revisor debe ceñirse 

a los criterios antes transcritos. Si luego de evaluar los referidos criterios, 

el tribunal no expide el recurso, el tribunal puede fundamentar su 

determinación de no expedir, mas no tiene obligación de hacerlo. Esto es 

                                                 
13

 Hernández Colón, Derecho Procesal Civil, 5ta ed., LexisNexis, San Juan, 2010, pág. 
476. Destacamos que la Regla 52.1, supra, no es aplicable a otros procedimientos 
sumarios especiales no regulados por las Reglas de Procedimiento Civil.  
14

 Véase: 4 L.P.R.A. Ap. XXII-B, R. 40 (Supl. 2011) 
15

 Rivera Figueroa v. Joe’s European Shop, 183 D.P.R. 580, 596 (2011). 
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cónsono con el fundamento cardinal para la adopción de la Regla 52.1, 

supra, que es “atender los inconvenientes asociados con la dilación que el 

antiguo esquema ocasionaba en los procedimientos, así como la 

incertidumbre que se suscitaba entre las partes del litigio”. IG Builders et 

al. v. BBVAPR, supra, pág. 336. 

Además, “los tribunales apelativos no debemos, con relación a 

determinaciones interlocutorias discrecionales procesales, sustituir 

nuestro criterio por el ejercicio de discreción del tribunal de instancia, 

salvo cuando dicho foro haya incurrido en arbitrariedad o craso 

abuso de discreción.”  Meléndez v. Caribbean Int´l News, 151 D.P.R. 

649, 664 (2000).  

III 

La parte peticionaria solicita que se expida auto de certiorari para 

dejar sin efecto una resolución que deniega una moción de devolución de 

fondos para que el TPI mantuviera en la cuenta del Secretario del 

Tribunal unos fondos previamente depositados en una acción de 

consignación, luego de esta haberse desestimado mediante sentencia 

final y firme. Es decir, se recurre de una resolución interlocutoria post 

sentencia dictada en un caso sobre consignación.  

Luego de un examen del recurso ante nuestra consideración, no 

encontramos presente ninguno de los criterios de la Regla 40, supra, que 

nos mueva a intervenir con la determinación recurrida, por lo que procede 

que nos abstengamos de expedir el auto solicitado. Este Tribunal no 

encuentra tampoco que el TPI haya incurrido en pasión, prejuicio, 

parcialidad o error manifiesto en su determinación. 

IV 

Por los fundamentos antes expuestos, denegamos expedir el auto 

de certiorari. 

Adelántese inmediatamente por correo electrónico y notifíquese 

inmediatamente por correo ordinario.   



 
 
 
KLCE201601257 
 

 

7 

Lo acordó el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del Tribunal de 

Apelaciones.   

 
 

Dimarie Alicea Lozada 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 


